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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifica y adiciona un segundo párrafo al artículo 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza.
· En relación a que se blinden las inversiones y se blinde el fondo para el mejoramiento de la administración de justicia y se pueda tener una justicia pronta y expedita y no por falta de recursos se llegue a prohibir el acceso a la justicia a los más desprotegidos 
Planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.
Fecha de Lectura de la Iniciativa: 28 de Abril de 2015.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.
Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 
Los que suscriben, Diputados y Diputadas integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSE RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional (PAN), con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de este Honorable Congreso, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifica y adiciona un segundo párrafo al artículo 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I.- El manejo de los recursos públicos por parte de las autoridades de los distinto niveles de gobierno, debe efectuarse con total transparencia, pulcritud, eficacia y rendición de cuentas, buscando obtener los mayores beneficio sociales, sin poner en riesgo la estabilidad de sus finanzas públicas; algo que sin lugar a dudas ha sido el talón de Aquiles de algunas autoridades en nuestro Estado, quienes han puesto en riesgo de colapso sus finanzas por la forma inadecuada en su administración.

II.- El manejo inadecuado de los recursos públicos, en lo oscurito y sin rendición de cuentas, ha generado  un malestar generalizado de nuestra sociedad y al final ha resultado en repercusiones económicas en los bolsillos de todos los Coahuilenses, quienes son los que pagan los errores y consecuencias de una mala administración por parte de sus autoridades, por ello es sano que quienes tenemos la encomienda de ostentar un cargo público nos conduzcamos en el campo de la legalidad, procurando en todo momento la rendición de cuentas y realizando un manejo pulcro e impecable de los recursos que los ciudadanos han puesta bajo nuestro cuidado y responsabilidad.
III.- El 07 de noviembre de 2014 nos enteramos mediante un comunicado de prensa, por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), quien hizo del conocimiento público que realizó una intervención gerencial a Ficrea S.A. de C.V. Sociedad Financiera Popular (SOFIPO); lo anterior en virtud que dicha autoridad había detectado serios problemas regulatorios durante diversas visitas de inspección en materia financiera, operativa, de riesgo, y de evaluación sobre el cumplimiento en materia de prevención de lavado de dinero, teniendo como desenlace que en fecha 19 de diciembre se emitió una resolución revocando la autorización a dicha financiera y con ello también nos enteramos que nuestro Poder Judicial del Estado de Coahuila había hecho inversiones ante dicha financiera por la cantidad de $90,000,000.00 (Noventa Millones de Pesos 00/100 M.N.), recursos pertenecientes al Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia; y que de acuerdo con el artículo 148 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila, el mismo se integra de la siguiente forma:

“ARTICULO 148.- El patrimonio del fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia se integrará con:

I.- Las multas, fianzas y cauciones que las autoridades judiciales hagan efectivas, las cuales serán remitidas al Fondo;

II.- El monto de la reparación del daño, cuando la parte ofendida se niegue o renuncie a recibir su importe o no se presente persona alguna que justifique su derecho a recibirlo en el término de tres años;

III.- Los intereses provenientes de cualquier tipo de depósito que entreguen al Fondo las autoridades judiciales del Estado; y

IV.- En general los ingresos que se produzcan por la administración de valores o por cualquier otra prestación autorizada en la Ley.”
IV.- Así mismo y por declaraciones que se publicaron el 15 de enero de 2015 en medios de Comunicación (CNN expansión) por parte de Edgar Bonilla Vicepresidente Jurídico de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), informó que la SOFIPO FICREA tenía una prohibición de captar recursos de organismos gubernamentales, ya que la autorización que tenía dicha SOFIPO era de Nivel I (uno), por lo que no se le permitía en dicho nivel la captación de esa clases de recursos, no obstante lo anterior, el Supremo Tribunal de Justicia de Coahuila y su homólogo del Distrito Federal decidieron invertir en dicha empresa, teniendo como resultado la pérdida por el fraude cometido por los Accionistas y Directivos de la misma, por la cantidad de $90,000,000.00 (Noventa Millones de Pesos 00/100 M.N.) y $110,000,000.00 (Ciento Diez Millones de Pesos 00/100 M.N.), respectivamente a dichos tribunales.
V.- No obstante, nuestro Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, en voz de su Presidente se excusó diciendo que las inversiones realizadas por ellos se encontraban apegadas a los dispuesto a la Ley Orgánica del Poder Judicial en el Estado de Coahuila, de conformidad a su Artículo 150 que establece:
“ARTICULO  150.- La administración del fondo estará a cargo del Consejo de la Judicatura por conducto de su Presidente, debiendo invertirse en la adquisición de títulos valores de renta fija, que deberán ser nominativos y a favor del Tribunal Superior de Justicia.”
Y que en base a dicha normatividad ellos realizaron las inversiones de forma legal ya que no se establecía ninguna prohibición para invertir en una SOFIPO, informando que en su actuar no se había contravenido o quebrantando la Ley; pero dentro de dichos argumentos esgrimidos omitió informar que la Ley de Ahorro y Crédito Popular, una Ley Federal que regula a las SOFIPO, en su artículo 36 establece el nivel de operación de las mismas y en base a la propia autorización que tenía FICREA que era de nivel I (uno), la cual fue emitida por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), existía la prohibición expresa para que no se invirtieran recursos público ante dicha SOFIPO, ya que sólo las que tuvieran autorización con nivel III y IV y con una autorización especial en términos de dicho artículo, serían las únicas autorizadas para captar esta clase de recursos, hecho que nunca aconteció en la inversión realizada por Parte del Poder Judicial, por lo que se quebrantó y violentó la Ley.

VI.- Que dicha inversión que precisamos en el considerando IV, misma que fue realizada por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia en el Estado, se esfumó ante la complacencia de autoridades que lo permitieron, por lo que actualmente se tiene un quebranto patrimonial en el Poder Judicial por $90,000,000.00 (Noventa Millones de Pesos 00/100 M.N.), con lo que se pone en riesgo la devolución de los depósitos judiciales que se tengan que reintegrar y que formaban parte de la inversión que se realizó contraviniendo la Ley, ya que los recursos públicos de este Poder no debían, ni podían invertirse ante dicha SOFIPO por no contar ésta con la autorización Federal por parte de la CNBV para recibir este tipo de recursos, hecho que poco importó al representante del Poder Judicial y procedió a la formalización ilegal de las operaciones, con las consecuencias de todos conocidas y que aquí vertimos.
VII.- Con independencia de las sanciones y responsabilidades resarcitorias que se deben imponer por parte de la Auditoria Superior del Estado de Coahuila a los funcionarios públicos que violentaron la Ley y quebrantaron las fianzas del Poder Judicial del Estado en $90,000,000.00 (Noventa Millones de Pesos 00/100 M.N.) del Fondo en mención, sanciones de las cuales vamos a estar muy atentos y vamos a dar el debido seguimiento para que se castigue a los responsables; pero por otro lado, también nos toca como legisladores hacer las correcciones a la Ley para que no vuelvan a repetirse acontecimientos de esta índole que ponen en grave riesgo las finanzas del Poder Judicial, ya que nos queda claro que no se puede dejar al arbitrio de funcionarios el manejo a su criterio de los recursos del Fondo para el mejoramiento de la Administración de Justicia, y tenemos que cerrar esos vacíos en la Ley, para que no se repita la  historia y se comprometan de forma irresponsable e ilegal los recursos de dicho fondo.
VIII.- Que los Diputados de Acción Nacional, proponemos modificar el artículo 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila, para establecer que las inversiones de dicho fondo sólo se deben de efectuar ante instituciones bancarias, y que los mismos se puedan  realizar también por depósitos a plazos fijos y/o por la adquisición de títulos valores de renta fija como se contemplaba; así mismo, contemplamos que deben dejar la previsión de los recursos que se requieran para ser frente a las devoluciones que por cauciones, fianzas o depósitos judiciales deba realizar,  y establecemos que para la contratación de dichas inversiones, independientemente que se realice ante una institución bancaria, deberá valorarse la calificación crediticia del emisor y de fortaleza de la institución bancaria de acuerdo a la normatividad y políticas establecidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para que se invierta en instituciones con excelente estabilidad financiera y en títulos con calificaciones de nulo o bajo riesgo y no se vuelvan a colocar en peligro de quebranto las inversiones que se realicen por parte del Poder Judicial.

Que las inversiones a través de depósitos a plazo fijo que no se encontraban previstas dentro de la legislación que en esta iniciativa modificamos, han sido un instrumento de inversión que permite obtener un rendimiento conocido desde el inicio de la operación, que consiste en la entrega de una cantidad de dinero a una entidad bancaria durante un tiempo determinado. Transcurrido ese plazo, la entidad devuelve el dinero, junto con los intereses pactados. El compromiso asumido entre el inversor y la entidad se documenta en un certificado de depósito que incluye: datos del inversor y del banco; el monto depositado; la tasa de interés; la fecha de constitución y vencimiento; y el monto final a cobrar, con lo que no se ponen en riesgo los recursos que ahí se invierten.

Por otra parte, la adquisición de títulos y valores de renta fija que era la única clase de inversión que la Ley preveía, se basan en la entrega de dinero de un inversor a un emisor, y la devolución por parte de éste del capital, más intereses a lo largo o al cabo de un determinado período, pero para este tipo de inversión es muy importante realizar el análisis económico financiero necesario para saber si un emisor podrá cumplir sus compromisos de pago dentro del tiempo fijado. Ese análisis es tarea de empresas especializadas de calificación. Estas empresas (las más conocidas en el mercado como son Standard & Poor’s, Moody’s y Fitch) publican periódicamente la calificación o “rating” de los emisores de títulos de renta fija, de conformidad a los lineamientos marcados en su escala homogénea por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV).
Las calificaciones crediticias de fondos en escala nacional de México a Escala Homogénea de la CNBV son las siguientes:

AAA: Excelente 

AA: Alta 

A: Buena 

BBB: Aceptable

BB: Baja 

B: Mínima


Cuanto más alta sea la calificación crediticia del emisor, menor es el riesgo de insolvencia estimado y por lo tanto, más segura la inversión. Si un emisor tiene una de las primeras cuatro calificaciones, se considera que el riesgo de insolvencia es bajo.

	Inversiones de bajo riesgo

	Moody’s
	S&P
	Fitch

	Aaa
	AAA
	AAA

	Aa
	AA
	AA

	A
	A
	A

	Baa
	BBB   
	BBB


Las calificaciones por debajo de las primeras cuatro indican que el título se considera una inversión especulativa (Ba, BB o B), o que el emisor tiene peligro real de insolvencia (todos los niveles de C), o incluso que ya está en quiebra o suspensión de pagos (D), también conocidos como bonos basura.

	Inversiones especulativas o de alto riesgo

	Moody’s
	S&P
	Fitch

	Ba
	BB
	BB

	B
	B
	B

	Caa
	CCC
	CCC

	Ca
	CC
	CC

	C
	C
	C

	 
	D
	D

	
	
	


IX.- Con la presente reforma pretendemos que no se vuelvan a repetir el caso de  poner en riesgo el Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia de nuestro Poder Judicial, como el vivido en el caso FICREA, el cual surgió por decisiones incorrectas e ilegales por parte de funcionarios públicos de ese poder, y con ello damos respuesta a los reclamos ciudadanos de los Coahuilenses que están cansados de pagar una y otra vez los platos rotos a través de sus impuestos.
Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de este H. Congreso el siguiente proyecto de:
DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA Y ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTICULO 150 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica y se adiciona un segundo párrafo al artículo 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:
Artículo 150. La administración del fondo estará a cargo del Consejo de la Judicatura por conducto de su Presidente, debiendo invertirse ante instituciones bancarias en depósitos a plazo fijo y/o en la adquisición de títulos valores de renta fija, que deberán ser nominativos, y a favor del Tribunal Superior de Justicia, dejando la previsión de los recursos que requiera para ser frente a las devoluciones por cauciones, fianzas o depósitos judiciales que deban efectuarse.

Para la realización de las inversiones del fondo deberá valorarse los rendimientos, el bajo o nulo riesgo y la calificación crediticia del emisor y de fortaleza financiera de la institución bancaria de acuerdo a la normatividad y políticas establecidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.
……………
TRANSITORIOS
PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
SALTILLO, COAHUILA A 28 DEL MES DE ABRIL DE 2015

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JESUS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRARAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ
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